Montevideo, 11 de junio de 2024.

Dirección de Derechos Humanos y Derecho Humanitario

Ministerio de Relaciones Exteriores

Tengo el honor de cursar a Uds. el presente, en carácter de respuesta a lo solicitado mediante correo electrónico de fecha 29 de diciembre de 2023, como aporte para la Relatora Especial sobre la independencia de los magistrados y abogados, con eje temático transversal la influencia indebida de los actores económicos en los sistemas judiciales. 

Se formulan los aportes a cada respuesta en el orden primigenio del cuestionario remitido a continuación.

En su Estado …:

1. ¿Considera que existe el riesgo de que las empresas, los grupos de interés económico o las personas adineradas socaven la independencia de los jueces o la medida en que el sistema judicial puede funcionar en interés público? ¿Qué formas adopta este riesgo?

No se percibe en principio, y no se registran denuncias al respecto. 

La independencia técnica de los Magistrados en el ejercicio de su función jurisdiccional es un principio consagrado legalmente (arts. 84 de la Ley nro. 15.750 y 21.1 del C.G.P.) y extrayéndose asimismo su raigambre constitucional de los arts. 233 y 72 de la Constitución Nacional, 

2. ¿Ha visto investigaciones o pruebas que demuestren que los actores económicos (y no los políticos) ofrecen a los jueces beneficios a cambio de los resultados deseados? ¿Existe la percepción de que los jueces participan en tales actos? 

No se percibe ni se registran denuncias al respecto.

3. ¿Existen investigaciones o pruebas que demuestren que las empresas, los grupos de interés económico o las personas adineradas desempeñan un papel inadecuado en la selección y promoción de los jueces?  

No se verifica puesto que en nuestro país existe un proceso objetivo y transparente de nombramiento de Jueces.

Ingresan a la Magistratura tras un proceso de formación para aspirantes, al que acceden luego de una instancia de admisión de selección por parámetros objetivos (llamado público, escolaridad, méritos, prueba de conocimiento, evaluación psicológica y entrevista personal). 


La formación comprende materias teóricas y teórico-prácticas, con dos años de duración, rindiendo exámenes para su aprobación, comprendiendo asimismo pasantías en sedes judiciales. 

 
Los Jueces son designados por la Suprema Corte de Justicia, teniendo en cuenta la lista de egresados de la Escuela Judicial (C.EJ.U).

Por su parte, la designación de los Ministros de la Suprema Corte de Justicia corresponde a la Asamblea General, a cuyos efectos se requiere mayoría especial de dos tercios del total de sus componentes.  Para el caso de que la Asamblea General no se pronuncie dentro del término de noventa días de producida la vacancia, la Constitución de la República prevé un mecanismo subsidiario, por el cual queda automáticamente designado el miembro de los Tribunales de Apelaciones con mayor antigüedad en tal cargo (art. 236).

 Pese a la discrecionalidad que el Parlamento tiene respecto de la designación de los miembros de la Corporación, siempre ha nombrado jueces que pertenecen a la carrera judicial. 

En cuanto al sistema y carrera judicial, cabe resaltar el sistema objetivo de ascensos. 

La ley orgánica de los Tribunales dispone que los ascensos se harán en principio al grado inmediato superior, teniendo en cuenta los méritos, la capacitación y la antigüedad en la categoría.

Los ascensos de los Magistrados se resuelven en función de criterios que combinan méritos, calificación de superiores procesales y prueba de conocimientos. 

El órgano encargado de fijar los asensos y los traslados es la Suprema Corte de Justicia, requiriéndose venia del Senado para la designación de los Ministros de los Tribunales de Apelaciones. 

Desde el año 1993 la  Suprema Corte de Justicia creó,  por Acordada nro. 7192, una Comisión Asesora para el ascenso de Magistrados.  Actualmente se integra por un miembro de la Corte –que la preside-, dos miembros de los Tribunales de Apelaciones –uno designado por la Corte y por otro propuesto por la Asociación de Magistrados del Uruguay-, un profesor titular de la Facultad de Derecho de la Universidad de la República y otro designado por las Facultades de Derecho Privadas del país y un abogado en ejercicio de la profesión, propuesto por el Colegio de Abogados. 

El actual sistema se rige por la Acordada nro. 8140 y sus modificaciones, que introdujo algunas variantes, agorándose a fin de alcanzar cada vez un sistema más justo.

La Comisión evalúa la actuación del juez en el desempeño de sus funciones, considerando las calificaciones de sus superiores procesales, sus antecedentes funcionales resultantes del legajo, la capacitación permanente en los cursos brindados por el Centro de Estudios Judiciales (con pruebas obligatorias), el resultado de la prueba de concurso al que voluntariamente pueden presentarse los Magistrados. Ellas son corregidas con carácter anónimo por una Tribunal de concurso integrado por materia, con docentes grados 4 y 5, todo lo que garantiza transparencia y excelencia.

El proceso de evaluación culmina con una lista donde se incluyen los veinte magistrados que, por cada grado y categoría, se reputan más aptos para el ascenso, la que se somete a la homologación de la Suprema Corte de Justicia, y tiene actualmente vigencia anual (en mérito a las actuales modificaciones a partir del siguiente año tendrá vigencia bianual). 

El art. 11 de la referida Acordada dictada por la Corte dispone que “Las nóminas serán tenidas especialmente en cuenta por la Suprema Corte de Justicia en oportunidad de efectuarse ascensos, pudiendo la Corporación recabar de la Comisión Asesora los antecedentes e informes que considere oportuno solicitar”. En caso de apartarse de las listas, lo deberá hacer en forma fundada (art. 12).

4. ¿Existen investigaciones o pruebas que demuestren que los jueces están indebidamente motivados de forma que socava su independencia, o se percibe que están indebidamente motivados, por incentivos relacionados con sus perspectivas profesionales tras su jubilación o salida de la judicatura? 

No, en nuestro régimen, y conforme lo dispone el art. 250 de la Constitución de la República, todos los miembros del Poder Judicial cesan en su cargo al cumplir setenta años de edad, lo que asegura una larga carrera y otorga estabilidad.

5. ¿Se relacionan con frecuencia los jueces con empresas, grupos de interés económico o personas adineradas de una forma en la cual se corre el riesgo de socavar la independencia judicial, por ejemplo, en retiros privados de donantes o clubes de miembros en los que los actores privados adinerados tienen una oportunidad especial de mezclarse con los jueces? 

No se percibe, ni se tiene registro de alguna denuncia.

La asignación de asuntos jurisdiccionales entre los Magistrados se basa en criterios objetivos y bien definidos previamente, estando prohibida la avocación. 

6. ¿Están representadas las personas de comunidades desfavorecidas o marginadas en todos los niveles de la judicatura? En caso negativo, ¿se enfrentan estas comunidades a obstáculos para su nombramiento o promoción, por ejemplo, la falta de acceso a determinadas universidades, redes sociales u oportunidades profesionales? ¿Existen pruebas o investigaciones de que el estatus socioeconómico de los jueces y su formación profesional o educativa influyen en la percepción pública del poder judicial como una institución inclusiva, independiente, imparcial y justa? 

En nuestro país existe formación en derecho en la Universidad de la República, de carácter gratuita, revistiendo igual carácter la formación en el Centro de Estudios Judiciales del Uruguay. Se brindan actualmente varias facilidades de accesibilidad, en especial a aspirantes del interior de la república, pudiendo cursar y rendir vía telemática, así como los cursos de formación continua de Magistrados.

En lo demás cabe remitirse a la respuesta brindada a la pregunta 3.

7. ¿Qué medidas recomienda para salvaguardar a los jueces de la captura económica, o de la percepción de captura económica? ¿Son adecuadas para la tarea las declaraciones de información financiera, patrimonial y empresarial? ¿Cuál es el papel de los códigos éticos y las normas relativas a la recusación y el conflicto de intereses en la prevención de esta forma de captura? 

Los Magistrados están obligados a presentar ante la Junta de Transparencia y Ética Pública, Declaración Jurada de Bienes e Ingresos, conforme lo establece la Ley nro. 17.060, de 23 de diciembre de 1998.

 Ello constituye un mecanismo relevante dentro de los instrumentos con los que cuenta el país para luchar contra el fraude y la corrupción administrativa, a fin de detectar posibles enriquecimientos injustificados o acciones ilícitas en perjuicio de la Administración.

Aquellos que no cumplan con esta obligación son declarados omisos (art. 16) y pasan a integrar la nómina de funcionarios omisos, la cual es dada a conocer mediante difusión pública.

Por otra parte, la ley orgánica de los Tribunales establece códigos de conducta judicial y sus transgresiones son investigadas y sancionadas por la Corte.  

El Código de Ética Judicial Iberoamericano es enseñado en la Escuela Judicial a los aspirantes a Magistrados e invocado reiteradamente por la Corte en sus resoluciones dictadas en los procesos disciplinarios, como doctrina especializada. 

La Suprema Corte de Justicia ha declarado con valor de Acordada a los Principios de la Ética Judicial Iberoamericana, previstos en la Parte I del Código Modelo de Ética Judicial aprobados por la Asamblea Plenaria de la XIII Edición de la Cumbre Judicial Iberoamericana (Acordada 7688 de fecha 18 de julio de 2010).

Finalmente, el art. 250 de la Constitución consagra la incompatibilidad de la Judicatura con toda otra función pública retribuida, salvo el ejercicio del profesorado en la Enseñanza Pública Superior en materia jurídica, y con toda otra función pública honoraria permanente, excepto aquellas especialmente conexas con la judicial, previa autorización de la Suprema Corte de Justicia, otorgada por mayoría absoluta de votos del total de sus componentes.

8. ¿Conoce el uso de SLAPPs por parte de actores privados para reprimir la defensa de asuntos de interés público? ¿Qué medidas pueden tomarse para disuadir las SLAPPs o limitar su impacto perjudicial? ¿Están los intereses económicos distorsionando los sistemas judiciales de otras maneras, como por ejemplo a través de la financiación de litigios? 

No se registran denuncias al respecto.

9. ¿Conoce ejemplos de actores empresariales transnacionales y sus asesores jurídicos que hayan impulsado la creación de nuevos procesos de resolución de conflictos o marcos de acceso a reparación que socaven la protección de los derechos humanos? Por ejemplo, la creación de mecanismos de reclamación para megaproyectos que desvían las demandas de los tribunales nacionales a procesos de recurso privatizados. 

Se desconoce.

10. ¿Existen investigaciones o pruebas que demuestren que los agentes económicos promueven y controlan los sistemas de arbitraje, negando a las personas y a los Estados el acceso a tribunales independientes para determinar sus derechos y obligaciones? 
No se evidencia.

11. ¿Hay alguna cuestión adicional que desee plantear a la Relatora Especial en este contexto?

Interesa a la Corte relevar aspectos trascendentes que hacen a la figura del Juez en nuestro país.

El art. 84 de la Ley Orgánica de los Tribunales dispone que los miembros de la Judicatura serán absolutamente independientes en el ejercicio de la función jurisdiccional e inamovibles por todo el tiempo que dure su buen comportamiento. 

Las destituciones de Magistrados se configuran en causas en las que se ha verificado responsabilidad comprobada en un procedimiento disciplinario, dotado de todas las garantías del debido proceso. Se aplican estándares estrictos y sumamente exigentes para la destitución de un Juez, lo que acontece excepcionalmente.  

Los mecanismos de remoción son claros y transparentes. El juez tiene derecho a representación legal y a recurrir en cualquier causa disciplinaria ante un Tribunal imparcial, ajeno al Poder Judicial (Tribunal de lo Contencioso Administrativo).

Los Magistrados carecen de inmunidad o prerrogativa procesal previa a un juicio penal, pues el principio es la responsabilidad.

Existe una asociación independiente de Jueces que representa a sus miembros en todas las interacciones con el Estado y sus oficinas. Es un órgano electo y accesible a todos los miembros de la judicatura. 
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